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         ACTOR: LUIS OSWALDO ARCHILA SALAZAR.

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 1º de febrero de 2008, proferida por la Sala Quinta de Decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, la cual negó las pretensiones de la demanda formulada por el señor Luis Oswaldo Archila Salazar contra la Fiscalía General de la Nación.
LA DEMANDA

LUIS OSWALDO ARCHILA SALAZAR, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A., solicitó al Tribunal Administrativo de Antioquia declarar la nulidad del siguiente acto administrativo:

· La Comunicación STGR Nº 05800 de 23 de junio de 2000 proferida por la Fiscalía General de la Nación, mediante la cual se negó la petición presentada por el actor el día 29 de mayo de 2000 en virtud de la cual solicitó su reajuste salarial y prestacional, por considerar que es el Gobierno Nacional el competente para fijar el régimen salarial y prestacional de los servidores públicos.

Como consecuencia de las anteriores declaraciones, a título de restablecimiento del derecho, el demandante pide:

· Ordenar el reajuste y pago de las diferencias prestacionales que resulten entre las sumas asignadas como salarios a los Magistrados y/o Fiscales Delegados de Tribunal de Distrito Judicial, y las sumas que le fueron pagadas por este mismo concepto en su calidad de Fiscal Delegado ante los Juzgados Penales Especializados del Circuito de Medellín, antes Juzgados Regionales, desde su vinculación mes a mes hasta el momento del pago efectivo.

· Que se declare que su monto salarial por ser Fiscal Delegado ante los Jueces Penales Especializados del Circuito de Medellín no debe ser inferior, hacia el futuro, al de un Magistrado de Tribunal de Distrito Judicial.

· Las sumas reconocidas en este proceso deberán ser reajustadas en virtud de la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, al igual que el pago de los intereses moratorios desde las distintas fechas de su causación hasta el momento del pago efectivo, así como la sanción moratoria establecida en el artículo 2º de la Ley 244 de 1995.

Las pretensiones tienen apoyo en los hechos que enseguida se compendian:

Durante el Estado de Sitio adoptado por el Decreto Nº 1038 de 1984, se expidió el Decreto Nº 1631 de 1987 mediante el cual se creó una planta de personal de 90 Jueces denominados de Orden Público, con la finalidad de atender conductas penales especificas. Estos Jueces gozaban de la misma categoría y remuneración de los Jueces Especializados los cuales debían reunir las mismas calidades atendiendo lo preceptuado en el artículo 6º del Decreto citado, puesto que constituían la denominada jurisdicción especial.

A través de los Decretos Nº 2790 y 099 de 1991, se ordenó suprimir los cargos de Jueces Especializados y de Orden Público. Sin embargo, en estos mismos Decretos se ordenó la creación 82 Jueces de Orden Público que habrían de ser designados por el Tribunal Superior de Orden Público, cargos que debieron ser ocupados con las personas que se venían desempeñando como Jueces de Orden Público y Especializados a las cuales se les suprimió su cargo.

A la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, fue levantado el Estado de Sitio, perdiendo vigencia los Decretos promulgados en él. No obstante, el artículo 8º transitorio de la Carta Política, facultó al Gobierno Nacional para convertir estos Decretos en legislación permanente, tal como lo hizo mediante el artículo 4º del Decreto Nº 2271 de 1991.

En ejercicio del artículo 5º transitorio de la Constitución de 1991, el Gobierno Nacional expidió el Código de Procedimiento Penal mediante el Decreto 2700 de 1991, en donde se ordenó que la Jurisdicción de Orden Público se integrara a la jurisdicción ordinaria. De igual manera se estableció que los Jueces de Orden Público con funciones de instructores se denominarían Fiscales Delegados ante Jueces Regionales. 

Durante el primer semestre de 1992 a los llamados Jueces de Orden Público, denominados en el segundo semestre del mismo año Fiscales Regionales, no les fue variada su remuneración la cual era igual a la percibida por los Magistrados de Tribunal de Distrito Judicial. 

El numeral 19 del artículo 150 de la Constitución y la Ley 4ª de 1992, facultó al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, entre ellos los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, teniendo como limitantes el respeto por los derechos adquiridos contemplados tanto en el régimen general como en el particular.

El demandante fue nombrado por el Tribunal de Orden Público como Juez de Orden Público. Con posterioridad al 1º de junio de 1992 pasó a la Fiscalía General de la Nación por mandato del Decreto Nº 2700 de 1990, ejerciendo el cargo de lo que hoy se conoce como Fiscal Delegado ante los Jueces Penales del Circuito Especializado, sin que haya operado solución de continuidad desde su vinculación.

El demandante por considerar que su remuneración mensual no se ajusta a la percibida por los Magistrados de Tribunal Superior de Distrito Judicial, tal como lo contempla la Ley, presentó derecho de petición el día 29 de mayo de 2000 pidiendo que se le aumentara su remuneración mensual acorde a lo devengado por un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial. De la misma forma, solicitó el pago de las diferencias que resultasen entre lo que se le debió pagar y lo efectivamente pagado por la entidad demandada desde el 1º de enero de 1993 hasta la actualidad, sumas que exigió fueran indexadas.

La Fiscalía General de la Nación respondió la anterior solicitud a través de la Comunicación STGR-05800 de 23 de junio de 2000, negando lo pedido por el accionante por considerar que no tenía competencia para fijar el régimen salarial y prestacional de los servidores públicos, debido a que esta facultad está en cabeza del Gobierno Nacional.

LAS NORMAS VIOLADAS Y EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Como normas violadas el demandante cita las siguientes:

La Constitución Nacional, en los artículos 2º, 4º, 13, 25, 29, 53.

La Ley 4ª de 1992, en los artículos 2º literal a), y 10º.

El Decreto Nº 2790 de 1990, en el artículo 90.

El Decreto Nº 2271 de 1991, en el artículo 4º. 

Sustenta su concepto de violación en los siguientes argumentos:

El acto acusado, vulnera las disposiciones contempladas en la Ley 4ª de 1992 ya que desconoce el régimen salarial y prestacional de los Fiscales Delegados ante Jueces Regionales, hoy Fiscales Delegados ante los Jueces Penales del Circuito Especializado. Dicho acto omite el mandato del artículo 2º de la Ley 4ª de 1992 en virtud del cual no es posible desconocer los derechos adquiridos de los servidores públicos, tanto del régimen general como del régimen especial. Desmejorar los salarios y prestaciones sociales es desconocer el mencionado mandato.

El artículo 53 de la Constitución Política se ve vulnerado, ya que, no se aplicó la condición más beneficiosa al trabajador, tal como lo ordena dicha disposición Constitucional.

“El artículo 90 del Decreto Nº 2790/90, modificado por el 099/91 y  hoy norma de carácter permanente con el 2271/91, Decreto expedido con las facultades conferidas en el artículo 8º transitorio de la Constitución Política, es perfectamente aplicable a quienes tomaron posesión del cargo como Juez de Orden Público, con asignación de Magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial e incorporados a la Fiscalía en las mismas condiciones, las que obviamente deben ser su asignación salarial.” (Fl: 19).

La causa que originó el pago de los salarios de los Jueces de Orden Público de manera idéntica a los Magistrados de Tribunal Superior de Distrito Judicial desde 1984 aún subsiste, en razón a que en el ejercicio de su cargo se exponen a múltiples riesgos.

El artículo 10º de la Ley 4ª de 1992 establece que las disposiciones contrarias a lo estipulado en ella, carecerán de todo efecto jurídico y no crearan derechos adquiridos.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Oficina Jurídica de la Fiscalía General de la Nación se opuso a las pretensiones de la demanda con fundamento en los siguientes argumentos:

La entidad demandada ha liquidado los salarios y prestaciones sociales de sus trabajadores atendiendo los mandatos constitucionales y legales. El artículo 2º transitorio del Decreto 2699 de 1991 ordenó al Fiscal General de la Nación incorporar al personal de los Juzgados de Instrucción Criminal de la Justicia Ordinaria de Orden Público y Penal Aduanera, entre otros, a la Fiscalía General de la Nación atendiendo lo contemplado en el artículo 27 transitorio Constitucional. Dicho personal fue incorporado a cargos equivalentes a los que venían desarrollando.

El citado Decreto en su artículo 54 dio la posibilidad a los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación de sujetarse al régimen previsto en ésta disposición o seguir con el régimen que traían antes de ser incorporados a la entidad. Mediante los Decretos Nº 52 y 53 del año 1993, el Gobierno Nacional fijó el régimen salarial y prestacional de los empleados de la Fiscalía General de la Nación, otorgando la posibilidad a sus empleados y funcionarios de acogerse a éste nuevo régimen o continuar con el régimen del cual venían gozando.

“El demandante fue incorporado a la Fiscalía General de la Nación como Fiscal Regional de Medellín el 1º de julio de 1992 y se acogió al régimen salarial previsto en el Decreto Nº 053 de 1993” (Fl: 46). La liquidación de las prestaciones del actor se ajustan al régimen que él mismo optó.

Mediante auto de 7 de diciembre de 2001, el Tribunal Administrativo de Antioquia ordenó notificar de la demanda a la Directora Ejecutiva de la Rama Judicial, ya que con base en el numeral 8º del artículo 9 de la Ley 270 de 1996 es la representante legal de la entidad demandada. 

La Directora Ejecutiva de la Rama Judicial añadió a la contestación inicial presentada por la Oficina Jurídica de la Fiscalía General de la Nación, que el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 faculta al Gobierno Nacional para revisar el sistema de remuneración de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial a partir de la nivelación o reclasificación, atendiendo criterios de equidad. 

El ejecutivo expidió el Decreto Nº 057 de 1993, mediante el cual se estableció un nuevo régimen salarial de los empleados de la Fiscalía General de la Nación, contemplando que los Jueces Regionales ya no gozaban de las preferencias y prerrogativas salariales con las que se distinguían, obedeciendo lo señalado en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992. Concluyó argumentando que no se puede asimilar la remuneración de un Juez Regional con la de un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial ya que se estaría violando la Ley 4ª de 1992 

LA SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Quinta de Decisión, mediante Sentencia de 1º de agosto de 2008, negó las pretensiones de la demanda teniendo como fundamento los siguientes argumentos:

El Decreto N° 2770 de 1991, suprimió los cargos de Jueces de Orden Público y Especializados existentes hasta ese momento. Sin embargo, en su artículo 90 ordenó la creación de 82 nuevos cargos denominados Jueces de Orden Público los cuales debían ser designados por el Tribunal de Orden Público, teniendo en cuenta que correspondían ocuparlos a los funcionarios o empleados que se habían declarado insubsistentes.

Pero como los Jueces Especializados y de Orden Público sumaban 290, quedaba una diferencia de 208 entre empleados y funcionarios sin nombrar, razón por la cual, se estipuló que los funcionarios que venían desempeñando los cargos suprimidos, a parte de las 82 vacantes creadas, serían nombrados por las Salas Plenas o de Gobierno de los Tribunales de Distrito para ocupar los cargos vacantes que existan o llegaren a existir a partir de la expedición de este Decreto. 

De esta manera se crearon dos categorías de Jueces de Orden Público, unos que fueron nombrados por el Tribunal Superior de Orden Público y otros que habiendo sido funcionarios de orden público fueron nombrados por la Sala de Gobierno de los Tribunales Superiores de Distrito, en los cargos vacantes existentes o en los que se crearen en las Secciones Jurisdiccionales de las Direcciones Seccionales de Orden Público o en los despachos creados mediante la Ley 30 de 1987. Los primeros funcionarios, es decir, los nombrados por el Tribunal Superior de Orden Público siguieron perteneciendo a la Jurisdicción Especializada de orden público, en cambio los segundos pasaron a la Jurisdicción Ordinaria. 

El Código de Procedimiento Penal (Decreto Nº 2700 de 1991) ordenó cambiar la denominación de los Jueces de Orden Público a Jueces Regionales. Se estipuló que la competencia de los Jueces Regionales sería la misma que desarrollaban los Jueces de Orden Público. Mediante el Decreto citado la Jurisdicción Especial se integró a la Jurisdicción Ordinaria.

El Decreto N° 99 de 1991, mediante el cual se modificó el artículo 90 del Decreto N° 2790 de 1990, hizo una equiparación entre los Jueces de Orden Público y los Magistrados de Tribunal Superior de Distrito Judicial, pero una vez desaparecida esta jurisdicción especial, donde todos los jueces de orden público pasaron a la jurisdicción ordinaria, los salarios de los antes Jueces de Orden Público deben ser iguales a los de la jurisdicción ordinaria, esto es, los salarios entre los servidores pertenecientes a la jurisdicción ordinaria deben ser los mismos, ya que no tiene sentido remunerarlos con base en un legislación que ya desapareció.

EL RECURSO DE APELACIÓN

Expresa el actor su inconformidad con la sentencia, pues a su juicio:

Los Jueces o Fiscales Regionales no han perdido su razón de ser aún cuando se hayan incorporado a la Jurisdicción ordinaria, debido a que gozan de la misma competencia tal como lo contempla el artículo 5º del Decreto Nº 2700 de 1991.

Las normas que regían el cargo ocupado por el actor aún siguen vigentes, pues la Comisión Especial dejó como permanentes las disposiciones contenidas en los Decretos Nº 2700 y 2271. El Decreto Nº 2700 de 1991 fusionó la jurisdicción especial a la ordinaria, de manera que no desaparecieron los supuestos normativos que regían el cargo del actor. Es de resaltar que éste procedimiento, de integrar la Jurisdicción especial a la ordinaria, solo se llevó a cabo hasta el año 1999.

La entidad demandada debió aplicar lo señalado en el Decreto Nº 2790 de 1990, modificado por el Decreto Nº 099 de 1991, donde se contempló que la remuneración de los jueces regionales será igual a la percibida Magistrado de Tribunal de Distrito, en razón a que el Decreto Nº 2271 de 1991 adoptó como legislación permanente los mencionados Decretos.

El argumento del Tribunal consistente en afirmar que con la entrada en vigencia del Código de Procedimiento Penal se varió la remuneración de los Jueces Regionales es falso, debido a que a los Jueces de Orden Público del primer semestre de 1992, les pagaron suma igual en el segundo semestre del mismo año, ya llamándose Jueces Regionales o Fiscales Regionales.

No se discute sobre la calidad de Jueces Especiales u Ordinarios, sino la aplicación de una norma en virtud del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, ya que se pretende dar cumplimiento a una norma especial debido a que el actor fue funcionario especial, y posteriormente, funcionario de la jurisdicción ordinaria que desarrolló las mismas funciones.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Problema Jurídico

El problema jurídico por resolver, consiste en establecer si al actor le asiste el derecho de devengar la remuneración mensual contemplada en el artículo 90 del Decreto N° 2790 de 1990, modificado por el artículo 1º del Decreto Nº 099 de 1991, esto es, la remuneración señalada para los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, por haber desempeñado el cargo de Juez de Orden Público.

Análisis del asunto

La Sala abordará el tema sometido a consideración estableciendo la naturaleza jurídica de los Jueces de Orden Público. De igual manera determinará la vigencia y aplicación de los Decretos Nº 2790 de 1990, 099 de 1991, 2271 de 1991 y 2700 de 1991. 

Hechos probados
El Tribunal Superior de Orden Público en sesión celebrada el día 17 de enero de 1991, nombró como Juez de Orden Público al demandante mediante Acuerdo Nº 005 (Fl: 174), tomando posesión del cargo a través del Acta Nº 020 de 28 de enero de 1991.

Con el Acuerdo Nº 016 de 31 de enero de 1991, se confirmó en propiedad al actor en el cargo de Juez de Orden Público de la Seccional de Orden Público de Medellín (Fl: 172).

El demandante presentó petición ante la entidad demandada el día 29 de mayo de 2000, solicitando se declarare gozar del derecho a que se le pague como remuneración mensual en su calidad de Fiscal Delegado ante Jueces Regionales, una suma igual a la que la Ley señala para los Magistrados de Tribunal de Distrito Judicial desde el 1º de enero de 1993 hasta la actualidad. Así mismo, pidió el pago de $95`408.700 por conceptos salariales y prestacionales. Exigió que las sumas fueran indexadas.  

La Fiscalía General de la Nación a través de la Comunicación STGR Nº 05800 de 23 de junio de 2000 (Fl: 3), negó las peticiones por considerar que no tenía competencia para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, ya que quien goza de dicha prerrogativa es el Gobierno Nacional tal como lo contempla la Ley 4ª de 1992.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala se adentrará en el estudio de la naturaleza jurídica de los Jueces de Orden Público.

Jueces de Orden Público:

Dentro del Estado de Sitio declarado en el País a través del Decreto Nº 1038 de 1984, se crearon mediante el Decreto 1631 de 1987 los Jueces de Orden Público asignados a la Jurisdicción de Orden Público. El artículo 6º del Decreto Nº 1631 consagró que los Jueces de Orden Público tendrían la misma remuneración que percibían los Jueces Especializados creados mediante el Decreto Nº 1806 de 1985, por lo cual debían reunir las mismas calidades .

El artículo 89 del Decreto Nº 2790 de 1990, suprimió los cargos de Jueces de Orden Público y Jueces Especializados. Sin embargo, en su artículo 90 dispuso la creación de 82 nuevos cargos de Jueces de Orden Público, los cuales debían ser ocupados por los funcionarios a los cuales se les suprimió su cargo. La remuneración salarial para dichos cargos se efectuó, inicialmente, con equivalencia al grado 21 de la escala salarial de la Rama Judicial.

El artículo 90 del Decreto 2790 de 1990 fue modificado mediante el artículo 1º de Decreto Legislativo Nº 099 de 1991, señalando que los Jueces de Orden Público, creados en el artículo 90 del Decreto Nº 2790 de 1990, tendrían el grado 17 en la escala salarial, percibiendo una remuneración equivalente a la de los Magistrados de Tribunal de Distrito Judicial.

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, finalizó el Estado de Sitio declarado en el Decreto Nº 1038 de 1984; el Gobierno Nacional en uso de la facultad expresamente señalada en el artículo 8º transitorio de la Constitución, adoptó mediante el Decreto Nº 2771 de 1991 como legislación permanente el artículo 90 del Decreto Nº 2790 de 1990 y el Decreto Legislativo 099 de 1991, en virtud de los cuales, con el primero se crearon los cargos de Jueces de Orden Público y con el segundo se estableció que dichos jueces tendrían el grado 17, con una remuneración igual a la señalada para los Magistrados de Tribunal de Distrito Judicial.

La Constitución de 1991 facultó al Gobierno Nacional por medio del artículo 5º transitorio, literal a), para expedir normas de carácter sustancial y procesal, razón por la cual expidió el Decreto 2700 de 1991 a través del cual se modificó el Código de Procedimiento Penal y se organizó la Fiscalía General de la Nación; en él se ordenó la integración de la Jurisdicción de Orden Público a la Jurisdicción Ordinaria sin modificar su competencia ni el grado de remuneración 17. También se dispuso que los Jueces de Orden Público en adelante tuvieran la denominación de Fiscales Delegados ante Jueces Regionales.

Caso Concreto:

El acto Administrativo acusado por el demandante es el siguiente:

· La Comunicación STGR Nº 05800 de 23 de junio de 2000, mediante la cual la entidad demandada negó la solicitud presentada por el actor el día 23 de mayo de 2000, en virtud de la cual se pedía el pago de las diferencias que resultasen entre los salarios y prestaciones devengados por él y los percibidos por un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial.

El actor considera que por el hecho de haberse integrado la Jurisdicción Especial a la jurisdicción ordinaria, la finalidad de los Jueces de Orden Público no dejó de existir, y por lo tanto, su beneficio salarial tampoco, afirmación que no comparte la Sala por la siguiente razón:

El Estado de Sitio declarado por el Decreto Nº 1038 de 1984 tuvo como origen los altos índices de violencia que presentaba el País en ese momento. Con el objeto de investigar los reiterados delitos se creó una Jurisdicción Especial, dentro de la cual se encontraban los Jueces Especializados creados por el Decreto Nº 1806 de 1985, y los Jueces de Orden Público creados por el Decreto Nº 1631 de 1987.

Las disposiciones dictadas dentro de un Estado de Sitio son transitorias, perdiendo vigencia una vez éste sea levantado. La Constitución de 1991 terminó con él pero facultó al Gobierno Nacional, a través de su artículo 8º transitorio, para adoptar como legislación permanente las normas dictadas durante el Estado de Sitio.

Si bien se cierto, mediante los artículos 3º y 4º del Decreto Nº 2271 de 1991, se acogió como legislación permanente la disposición que señalaba a los Jueces de Orden Público con el derecho a percibir la misma remuneración que un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial (artículo 90 del Decreto Nº 099 de 1991), también lo es, que dicho beneficio está sujeto a la existencia de la jurisdicción Especial.

Como ya lo ha analizado el Consejo de Estado, los Jueces de Orden Público junto con los Jueces Especializados conformaron la Jurisdicción Especial hasta la entrada en vigencia del Decreto Nº 2700 de 1991, el cual ordenó la integración de esta jurisdicción a la jurisdicción ordinaria; terminando así con los beneficios salariales y prestacionales que tenían los Jueces de Orden Público. Al respecto esta Corporación en la solución de casos similares ha sostenido:

“Los Jueces de Orden Público ejercieron sus funciones dentro de una jurisdicción especial creada como tal por razones de seguridad del Estado, y con función transitoria mientras las razones de Estado subsistieron. Las normas establecieron un tratamiento especial en materia de remuneración y en otros aspectos del ejercicio de sus funciones para aquellos funcionarios judiciales que, siendo del mismo nivel y grado, tenían la función de administrar justicia en condiciones distintas a las de los demás jueces del circuito.” 

“Por esta razón, (…) una vez terminó la jurisdicción especial con sus funciones, el tratamiento diferencial en materia salarial dejó de tener justificación y vigencia.”

Siguiendo estos mismos planteamientos, deducimos que el artículo 2º, literal a) de la Ley 4ª de 1992, el cual contempla la prohibición de desmejorar los salarios y prestaciones de los servidores públicos, no ha sido vulnerado en este caso concreto por lo anteriormente expuesto. 

El artículo 90 del Decreto 2790 de 1990, modificado mediante el Decreto Legislativo Nº 099 de 1991, señaló que los Jueces de Orden Público eran del grado 17, el mismo grado que ostentaban los Jueces del Circuito, pero con una remuneración igual a la de un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito en virtud de las medidas adoptadas dentro de la Jurisdicción Especial, bajo la vigencia del Estado de Sitio. De manera que una vez desaparecida la Jurisdicción Especial, los beneficios dictados en ella no tienen sustento jurídico, siendo necesaria la paridad de los salarios entre los empleados públicos que se encuentren en el mismo grado.

En conclusión, la disposición consistente en que los Jueces de Orden Público percibieran la misma remuneración señalada para los Magistrados de Tribunal de Distrito Judicial, la cual fue contemplada y pagada desde la expedición en Decreto 099 de 1991 hasta el 1º de julio de 1992, fue de carácter temporal y excepcional.

Por otra parte, esta Sala resalta que el demandante no controvirtió la legalidad de los Decretos mediante los cuales el Gobierno Nacional fijó la asignación salarial de los Fiscales Delegados ante los Jueces Regionales, los cuales originaron el inconformismo del actor. No obstante, frente a una eventual inaplicación de dichos Decretos, la Sala estudió el fondo del asunto sometido a su control.

El actor no goza de la legitimidad para percibir la remuneración a la cual tuvo derecho como Juez de Orden Público, esto es, a la devengada por un Magistrado de Tribunal Superior de Distrito, en razón a que la jurisdicción dentro de la cual se instauró dicho beneficio desapareció mediante al Decreto Nº 2700 de 1991.

Puestas así las cosas, el fallo del Tribunal que negó las pretensiones de la demanda se confirmará.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

CONFÍRMASE la sentencia de 1º de agosto de 2008, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Quinta de Decisión, la cual negó las pretensiones de la demanda incoada por el señor Luis Oswaldo Archila Salazar contra la Nación, Fiscalía General de la Nación. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al tribunal de origen. Cúmplase.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ         GERARDO ARENAS MONSALVE

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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